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1. INTRODUCCIÓN

En el presente libro se abordan las reclamaciones judiciales que tie-
nen su base en daños sufridos con ocasión de la prestación de un servi-
cio médico o, en sentido más amplio, sanitario, estudiándose separada-
mente los casos en que se demanda a una Administración competente en
materia de asistencia sanitaria pública, que en España es gratuita en el
momento del uso y universal, y aquellos supuestos en que se dilucida la
responsabilidad civil, generalmente fundamentada en normas de respon-
sabilidad extracontractual, del médico, consecuente con la obligación deri-
vada del ejercicio de su profesión, y de los centros médicos que se pue-
dan encontrar, en su caso, fuera del Sistema Nacional de Salud.

Se trata de una obra, con amplia información jurisprudencial, escrita
desde una perspectiva práctica que se pretende que resulte de interés para
los que en la vida profesional se mueven dentro del mundo de los Tribuna-
les de Justicia en el presente siglo con servicios sanitarios avanzados, que
trae consigo la realización de actos médicos constantes, con medios de diag-
nóstico y tratamiento de última generación, altamente sofisticados, que, en
consecuencia, conllevan más riesgo, a todo lo cual ha de añadirse una mayor
preocupación, de todo tipo, legal, judicial y social, por dichos servicios y,
desde luego, por la adecuada defensa de los derechos de los consumidores
y usuarios de los mismos, con una más amplia información de toda clase,
incluyendo la procedente de los medios de comunicación de masas.

Se ha partido para ello de una importante aportación doctrinal previa
que, desde luego, ha contribuido mucho también al mejor planteamiento y
más ajustada resolución ante los tribunales de justicia de los conflictos plan-
teados en la materia pero no se trata ahora de exponer de nuevo la mayo-
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ría de los planteamientos y hasta las disquisiciones de orden doctrinal sobre
la cuestión sino de presentar, con intención fundamentalmente útil para su
planteamiento en la práctica forense diaria, y hasta de analizar críticamente,
la orientación seguida por nuestros Tribunales, singularmente el Supremo,
en materia de tanta relevancia de todo tipo, incluida, como digo, la social.

En materia de responsabilidad civil extracontractual, de aplicación al
ámbito médico también, el Código Civil, en su artículo 1902, consagra
el principio general de que toda persona responde de los daños que «por
acción u omisión» cause a otro «interviniendo culpa o negligencia», sen-
tando a continuación el artículo siguiente que esta responsabilidad «es
exigible, no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los de aque-
llas personas de quienes se debe responder», tras lo cual, en la redacción
vigente hasta la reforma operada por Ley 1/1991, de 7 de enero, de este
último artículo 1903, se especificaba que «El Estado es responsable en
este concepto cuando obra por mediación de un agente especial; pero no
cuando el daño hubiese sido causado por el funcionario a quien propia-
mente corresponda la gestión practicada, en cuyo caso será aplicable lo
dispuesto en el artículo anterior», lo que, en la práctica forense, nunca se
aplicó, según veremos a continuación.

En todo caso, dicho marco legal no representa ninguna novedad en
relación con el resto de países de nuestro entorno cultural y jurídico, por
lo que yo quiero centrarme en destacar ahora en este libro la singulari-
dad —sin parangón en el resto de ordenamientos jurídicos de nuestro
ámbito—, consistente en el pretendido carácter general y objetivo de la
responsabilidad —civil extracontractual— de la Administración sanitaria
por los daños originados al paciente a consecuencia de la actividad y el
funcionamiento, no sólo anormal, sino, incluso, normal, de los poderes
públicos sanitarios, prescindiendo totalmente del fundamento tradicional
de la culpa o negligencia y, en su caso, de la culpa in vigilando o in eli-
gendo, con fundamento en el concepto de lesión que el paciente no tiene
obligación legal de soportar1, si bien, como veremos, en las últimas deci-

1 Vid. acerca de la cuestión el ya clásico libro de ROGEL VIDE, Carlos, La respon-
sabilidad civil extracontractual en el derecho español. Introducción al estudio jurispru-
dencial, Civitas, Madrid, 1977, con amplia bibliografía y exhaustivo índice de senten-
cias, donde se afronta un completo estudio de la responsabilidad civil extracontractual a
la luz de las sentencias dictadas por el Tribunal Supremo hasta la fecha de su publica-
ción, con un ordenado análisis de las mismas, defendiendo la viabilidad de la tesis obje-
tiva de la responsabilidad en nuestro derecho.Cfr. también información al respecto en el
libro colectivo La responsabilidad civil profesional, Cuadernos de Derecho Judicial, Con-
sejo General del Poder Judicial, Madrid, 2003.
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siones del Tribunal Supremo se ha matizado este planteamiento de modo
más afortunado considerando de enorme relevancia el empleo de la téc-
nica médica adecuada para concluir la eventual responsabilidad.

Hasta las últimas reformas normativas en el ámbito propiamente
administrativo, la mayor parte de las demandas contra la Administración
en tema sanitario se planteaban ante la jurisdicción civil de acuerdo con
las normas expuestas del Código Civil, incluso en los casos de previo
contrato entre médico y paciente2, pero, en la actualidad, la responsabi-
lidad —civil extracontractual— de la Administración sanitaria, salvo en
la condena penal, sólo puede ser planteada ante la jurisdicción conten-
cioso-administrativa de acuerdo con las normas generales reguladoras 
de las Administraciones públicas, al margen, en principio, del criterio de
imputación tradicional sustentado en la culpa, incluso para exigir por
parte del dañado responsabilidad civil al personal al servicio de la Admi-
nistración, lo que será expuesto con detalle a continuación con posterio-
ridad a resumir el planteamiento en vía civil cuando lo que se pretende
es la responsabilidad civil, de este tipo, del médico, y no de la Adminis-
tración sanitaria.

Hasta tal punto resulta ciertamente curiosa la jurisprudencia en la
materia que hasta prácticamente el año 2005 no se vuelve a recuperar la
culpa médica como criterio de imputación de la responsabilidad del pro-
fesional por parte de las sentencias de la Sala Civil del Tribunal Supremo,
que se inclinan ahora, ya de manera más nítida, hacia una clara evolución
a favor de subjetivación de la responsabilidad del médico, abandonando
progresivamente, al menos de manera indiscriminada, el uso de criterios
de imputación objetiva, como el daño desproporcionado o la normativa

Responsabilidad civil del médico y responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria
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2 Según veremos más adelante, habitualmente se suele concertar con el médico un
contrato de servicios, de forma expresa o tácita, de suerte que los posibles daños deri-
vados del tratamiento o de la intervención quirúrgica de que se trate vienen derivados,
desde luego, por el incumplimiento imputable, o el defectuoso cumplimiento, de un ante-
rior contrato, al que resultan de aplicación, en cuanto a sus efectos, los artículos 1101
y siguientes del Código Civil, pero la realidad en la práctica forense es que, ante la mul-
tiplicidad y enorme variedad de supuestos de hecho que se plantean en la práctica, los
daños se consideran en la mayoría de las sentencias derivados de relaciones extracon-
tractuales aplicándose el artículo 1902 en la mayor parte de las ocasiones, todo ello sin
poner en cuestión en ningún momento su primigenio origen contractual, y, como vere-
mos, incluso al margen del fundamento de la propia pretensión en uno u otro régimen,
lo que no me parece respetuoso con el distinto régimen normativo vigente en España
para la responsabilidad contractual o extracontractual con un muy diferente plazo de
prescripción.



protectora de los consumidores, para enjuiciar al médico con criterios pro-
pios de la responsabilidad objetiva de la Administración, obviando cual-
quier referencia a la culpa o negligencia del facultativo3.

Sobre todo ello, en tanto que tajante confirmación de la vuelta de la
jurisdicción civil a la subjetividad de la responsabilidad sanitaria y a 
la culpa médica como criterio de imputación, resulta muy ilustrativa la
sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 24 de noviem-
bre de 2005 en que, precisamente, se plantea la cuestión de en qué lugar
se encuentra la responsabilidad civil médica y se considera que la juris-
dicción civil siempre se ha inspirado en la existencia de culpa o negli-
gencia para apreciar la responsabilidad del médico, concluyendo que no
ha resultado probada una actuación médica que pueda calificarse de negli-
gente y como tal imputable al médico demandado al decidir intervenir
quirúrgicamente al demandante4.

3 Así, según se verá, se utilizó indiscriminadamente para enjuiciar al médico con
criterios objetivo el recurso al daño desproporcionado, en que se llegaba a considerar
suficiente probar la existencia del perjuicio y la relación de causalidad con el acto médico
para la indemnización, así como la aplicación del entonces vigente artículo 28 de la Ley
de Consumidores y Usuarios, en cuya virtud se entiende que se responde de los daños
originados en el correcto uso de los bienes y servicios cuando incluyan la garantía de
determinados niveles de pureza, eficacia o seguridad, que son los cauces utilizados hasta
entonces por la Sala Civil, de suerte que mientras la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo acotaba acertadamente la responsabilidad de la Administración mediante el uso de
criterios como la lex artis, en cambio la Sala de lo Civil se inclinaba hacia la objetiva-
ción de la responsabilidad civil médica, si bien a partir de mediados del año 2005 se pro-
duce una aproximación de la Sala Civil del Tribunal Supremo hacia el principio de res-
ponsabilidad subjetiva y el criterio de la culpa o negligencia como causa para determinar
la responsabilidad del facultativo, tal y como se pone de manifiesto en sentencias como
la de 24 de mayo de 2005, en la que la Sala Civil del Tribunal Supremo recuerda que la
obligación del facultativo no es la de la obtención de resultados, sino una obligación de
medios y descarta la inversión de la carga de la carga de la prueba, aunque entiende que
el médico debe acreditar que no hay infracción de lex artis al encontrarse en una mejor
posición probatoria que el paciente, así como en la, de la misma Sala, de 26 de mayo de
2005, en la cual se hace mención del daño desproporcionado, pero no lo aplican. Vid.
resumen de todo ello Diario Médico de 11 de noviembre de 2008 con declaraciones en
tal sentido del presidente de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, Juan Antonio Xiol
Rios.

4 En la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 24 de noviembre
de 2005 se concluye la desestimación de demanda a causa de intervención médica en
reclamación de una indemnización frente al médico que intervino al actor, el Servicio
Valenciano de Salud, el Instituto Nacional de Salud Pública de España, INSALUD y las
compañías aseguradoras, ante la demanda dirigida contra un particular y solidariamente
contra la Administración, respecto de lo cual el juez de primera instancia desestima la
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En esta sentencia, ante la solicitud de indemnización frente al médico
que intervino al actor, el Servicio Valenciano de Salud, el Instituto Nacio-
nal de Salud Pública de España, INSALUD y las compañías asegurado-
ras, en un caso en que la demanda se dirige contra un particular y soli-
dariamente contra la Administración, el Tribunal Supremo razona, todavía
en sede civil, sobre la demostración por el paciente de la relación o nexo
de causalidad y de la culpa y la consiguiente infracción de la «lex artis
ad hoc»5, declarando el Tribunal Supremo que es competente para cono-
cer de la reclamación indemnizatoria el orden jurisdiccional civil, dado
que la atribución de la competencia en tales casos de reclamación con-
junta al orden jurisdiccional contencioso-administrativo no se produjo
hasta la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio6.

En este nuevo ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativo
resulta muy clarificadora del planteamiento moderno en forma correcta
matizando el carácter objetivo de la responsabilidad por el funcionamiento
normal de la Administración sanitaria y asumiendo en buena medida el
planteamiento adecuado originariamente proveniente de la jurisdicción 
—y normativa— civil, la sentencia de la Sala 3ª, Sección 6ª, del Tribu-

Responsabilidad civil del médico y responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria
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demanda. Esta sentencia es revocada en grado de apelación, dándose lugar a la condena
de los demandados a abonar una indemnización de cuantía inferior a la solicitada, mien-
tras que el Tribunal Supremo declara haber lugar a los recursos de casación interpues-
tos, absolviendo a todos los demandados de los pedimentos de la demanda y considera
que es competente para conocer de la reclamación indemnizatoria el orden jurisdiccio-
nal civil en los términos que se exponen en el texto y, por último, el Tribunal Supremo
aprecia que, como se dice en el texto, no ha resultado probada una actuación médica que
pueda calificarse de negligente y como tal imputable al médico demandado al decidir
intervenir quirúrgicamente al demandante.

5 El supuesto fáctico enjuiciado por el Tribunal Supremo, como se ha dicho, se
resume en que un paciente, tras ser intervenido, sigue padeciendo la misma malforma-
ción arteriovenosa cerebral que tenía, tras lo cual, como se reitera, demanda al médico
que le operó, al Servicio Valenciano de Salud, al Instituto Nacional de la Salud y a las
aseguradoras en reclamación de una indemnización.

6 Se recuerda, en concreto, que dicha Ley de 13 de julio de 1998 añadió al artículo
9.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial el párrafo segundo con un inciso con arreglo
al que «si a la producción del daño hubieren concurrido sujetos privados, el demandante
deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional» (contencioso-
administrativo), de suerte que el Alto Tribunal manifiesta que es inoponible al perjudi-
cado el momento en que se hubiera producido la transferencia de competencias en mate-
ria de sanidad e higiene a la Comunidad Autónoma demandada e, incluso, la solidaridad
del Instituto Nacional de la Salud de España, INSALUD y del Servicio Autonómico frente
al perjudicado al margen de las reclamaciones que después de satisfacerle la indemniza-
ción procedieran entre ambos.



nal Supremo de 30 de octubre de 20077, donde se precisa que, cuando se
trata de reclamaciones derivadas de la actuación médica o sanitaria, no
resulta suficiente la existencia de una lesión (que llevaría la responsabi-
lidad objetiva mas allá de los límites de lo razonable), sino que es pre-
ciso acudir al criterio de la Lex Artis como modo de determinar cual es
la actuación médica correcta, independientemente del resultado producido
en la salud o en la vida del enfermo ya que no le es posible ni a la cien-
cia ni a la Administración garantizar, en todo caso, la sanidad o la salud
del paciente8, siendo, como se precisa en la sentencia de la misma Sala y

7 En esta sentencia de 30 de octubre de 2007 se trató de un parto con complicacio-
nes tras el cual el niño sufrió hasta retraso mental con encefalopatía, aduciéndose en el
recurso el alcance del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial, a cuyo efecto
el Tribunal Supremo responde que conviene tener en cuenta, que según la doctrina de
esta Sala 3ª, que se recoge en la sentencia de 22 de abril de 1994, que cita las de 19 enero
y 7 junio 1988, 29 mayo 1989, 8 febrero 1991 y 2 noviembre 1993, «esa responsabili-
dad patrimonial de la Administración se funda en el criterio objetivo de la lesión, enten-
dida como daño o perjuicio antijurídico que quien lo sufre no tiene el deber jurídico de
soportar, pues si existe ese deber jurídico decae la obligación de la Administración de
indemnizar», produciéndose en el mismo sentido las sentencias de 31 de octubre de 2000
y 30 del mismo mes de octubre pero de 2003.

8 Así, se cita en esta sentencia referenciada en el texto la sentencia de 14 de octu-
bre de 2002, por referencia a la de 22 de diciembre de 2001, que señala que «en el ins-
tituto de la responsabilidad patrimonial de la Administración el elemento de la culpabi-
lidad del agente desaparece frente al elemento meramente objetivo del nexo causal entre
la actuación del servicio público y el resultado lesivo o dañoso producido, si bien, cuando
del servicio sanitario o médico se trata, el empleo de una técnica correcta es un dato de
gran relevancia para decidir, de modo que, aun aceptando que las secuelas padecidas
tuvieran su causa en la intervención quirúrgica, si ésta se realizó correctamente y de
acuerdo con el estado del saber, siendo también correctamente resuelta la incidencia pos-
toperatoria, se está ante una lesión que no constituye un daño antijurídico conforme a la
propia definición legal de éste, hoy recogida en el citado artículo 141.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, redactado por Ley 4/1999, de 13 de enero, que no vino sino a con-
sagrar legislativamente la doctrina jurisprudencial tradicional, cuyo alcance ha quedado
aquilatado en este precepto», tras lo cual se añade que, por otra parte, en la sentencia de
instancia no se desconoce la jurisprudencia invocada por la parte en este motivo, rela-
tiva a la lesión producida por la privación del derecho al tratamiento médico adecuado
y conveniente, por el contrario, la cuestión es que, teniendo en cuenta dicha doctrina, el
tribunal a quo considera «que en el caso que nos ocupa, la actuaciones médicas que se
reprochan se han situado en el estándar aceptable de actuación médica, y siendo ésta de
medios y no de resultados, entendemos que se adoptaron las medidas precisas para sol-
ventar la problemática que aquejaba a la paciente», apreciaciones que no resultan des-
virtuadas por las alegaciones de la parte, que no las ha atacado por alguna de las vías
que permiten revisarlas en casación.

Domingo Bello Janeiro
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Sección de 1 de febrero de 2008, exigible tan sólo la aplicación de las
técnicas sanitarias en función del conocimiento de la práctica médica9.

En tal sentido, en la sentencia, de igual sección 6ª de la Sala 3ª, del
Supremo de 7 de julio de 2008, que veremos después al tratar del retraso10,
se recuerdan las particularidades propias de la responsabilidad patrimo-
nial de las administraciones sanitarias, impuestas por las peculiaridades
de las ciencias de la salud, destacando que si bien la responsabilidad de
las administraciones públicas resulta de talante objetivo porque se foca-
liza en el resultado antijurídico (el perjudicado no está obligado a sopor-
tar el daño) en lugar de en la índole de la actuación administrativa11, se
modula en el ámbito de las prestaciones médicas, de modo que a los ser-
vicios públicos de salud no se les puede exigir más que ejecuten correc-

Responsabilidad civil del médico y responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria
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9 En concreto en esta sentencia, que analizaremos al tratar del funcionamiento anor-
mal de la Administración, en este caso por falta de consentimiento informado, se añade
que es doctrina jurisprudencial reiterada, como las Sentencias de 7 y 20 de Marzo de
2007 así como de 16 de Marzo de 2005 que «a la Administración no es exigible nada
más que la aplicación de las técnicas sanitarias en función del conocimiento de la prác-
tica médica, sin que pueda sostenerse una responsabilidad basada en la simple produc-
ción del daño, puesto que en definitiva lo que se sanciona en materia de responsabilidad
sanitaria es una indebida aplicación de medios para la obtención del resultado, que en
ningún caso puede exigirse que sea absolutamente beneficioso para el paciente».

10 El resumen del caso consiste en que sobre las 13,00 horas del 28 de agosto de
1993, el paciente, que a la sazón contaba con 48 años de edad, mientras practicaba el
buceo con escafandra en la zona de Cullera (Valencia), sufrió un accidente por descom-
presión. Este tipo de contingencias exige actuar con la máxima celeridad, introduciendo
al afectado en una cámara hiperbárica, de modo que, a mayor demora, más riesgo de que
el tratamiento resulte ineficaz, o, dicho de otra forma, ofrece mejores resultados cuanto
antes se aplique. A las 13,45 el recurrente fue trasladado al centro público de salud de
esa localidad, desde donde, sin realizarle exploración alguna, se le envío al servicio 
de urgencias del hospital público «La Fe» de Valencia, al que llegó una hora más tarde.
Como quiera que, entonces, no existía ninguna cámara hiperbárica en Valencia, resul-
taba obligado remitirle al hospital de la Cruz Roja de Barcelona, que contaba con una.
En lugar de hacerlo en un helicóptero «medicalizado», tal y como había interesado el
propio afectado, medio de transporte que se encontraba disponible y practicable, ya que
las condiciones climáticas eran favorables para el vuelo, se decidió emplear una ambu-
lancia, que partió a las 18,30, llegando a su destino a las 23,30 horas. Después de treinta
y siete días, el paciente fue dado de alta con una «paraplejia – síndrome medular trans-
verso incompleto por debajo de D-12», quedando postrado en una silla de ruedas, que
puede autopropulsar en terrenos planos y desprovistos de barreras arquitectónicas.

11 Por todas, se citan las sentencias de esta misma Sala Tercera del Supremo de 11
de mayo de 1999 (casación 9655/95, FJ5º), 24 de septiembre de 2001 (casación 4596/97,
FJ5º), 23 de noviembre de 2006 (casación 3374/02, FJ5º), 31 de enero de 2008 (casa-
ción 4065/03, FJ2º) y 22 de abril de 2008 (casación166/05, FJ3º)].



tamente y a tiempo las técnicas vigentes en función del conocimiento de
la práctica sanitaria, de suerte que se trata, pues, de una obligación 
de medios, por lo que sólo cabe sancionar su indebida aplicación, sin que,
en ningún caso, pueda exigirse la curación del paciente12, en cuya misma
línea se sitúan las sentencias de la misma Sección y Sala de 9 y 10 de
diciembre de 2008, que, respectivamente, concluyen que el nexo causal
modula la responsabilidad objetiva de la Administración siendo preciso
acudir a la lex artis13, y que, por su parte, ésta excluye la antijuridicidad14.

12 Así, se razona que la Administración no es en este ámbito una aseguradora uni-
versal a la que quepa demandar responsabilidad por el sólo hecho de la producción de
un resultado dañoso [sentencias de esta Sala de 16 de marzo de 2005 (casación 3149/01,
FJ3º), 20 de marzo de 2007 (casación 7915/03, FJ3º) y 26 de junio de 2008 (casación
4429/04, FJ. 3º)], de suerte que los ciudadanos tienen derecho a la protección de su salud
(artículo 43, apartado 1, de la Constitución), esto es, a que se les garantice la asistencia
y las prestaciones precisas [artículos 1 y 6, apartado 1, punto 4, de la Ley 14/1986, de
25 de abril, General de Sanidad (BOE de 29 de abril)] con arreglo al estado de los cono-
cimiento de la ciencia y de la técnica en el momento en que requieren el concurso de los
servicios sanitarios (artículo 141, apartado 1, de la Ley 30/1992); nada más y nada menos.

13 En el caso de la sentencia de 9 de diciembre de 2008 la recurrente cuando ingresa
en el Centro Hospitalario no padece hepatitis C y cuando es dada de alta aparece una ele-
vación injustificada de transaminasas, preludio de lo que posteriormente se confirma: pade-
cimiento de hepatitis C, ante lo cual el Supremo recuerda que el carácter objetivo de la
responsabilidad patrimonial no impide que para su exigencia, como señala la sentencia de
7 de febrero de 2006, sea imprescindible que exista nexo causal entre el funcionamiento
normal o anormal del servicio público y el resultado lesivo o dañoso producido, puesto
que a tal efecto, la jurisprudencia viene modulando el carácter objetivo de la responsabi-
lidad patrimonial, rechazando que la mera titularidad del servicio determine la responsa-
bilidad de la Administración respecto de cualquier consecuencia lesiva relacionada con el
mismo que se pueda producir, lo que supondría convertir a la Administración en asegu-
radora universal de todos los riesgos, con el fin de prevenir cualquier eventualidad des-
favorable o dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del
actuar administrativo, siendo necesario, por el contrario, que esos daños sean consecuen-
cia del funcionamiento normal o anormal de la Administración. (Ss. 14-10-2003, 13-11-
1997), debiéndose precisar que, cuando se trata de reclamaciones derivadas de la actua-
ción médica o sanitaria, la jurisprudencia viene declarando que no resulta suficiente la
existencia de una lesión (que llevaría la responsabilidad objetiva mas allá de los límites
de lo razonable), sino que es preciso acudir al criterio de la Lex Artis como modo de deter-
minar cual es la actuación médica correcta, independientemente del resultado producido
en la salud o en la vida del enfermo ya que no le es posible ni a la ciencia ni a la Admi-
nistración garantizar, en todo caso, la sanidad o la salud del paciente.

14 En el supuesto enjuiciado en la sentencia de 10 de diciembre, el actor, enten-
diendo que hubo una defectuosa asistencia sanitaria, consecuencia del inicial error en el
diagnóstico que demoró en exceso la constatación de la existencia del tumor cerebral,
postula, en concepto de responsabilidad patrimonial de la Administración, una indemni-
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Todavía quedaría por plantear la cuestión de la responsabilidad con-
tractual del personal sanitario analizando la relación entre el paciente y
quien le procura la asistencia sanitaria, puesto que no cabe duda de que
la atención médica puede prestarse dentro del marco de una relación con-
tractual o similar entre el paciente y quien le atiende, y, a su vez, cuando
existe una relación de ese tipo, el paciente puede aparecer vinculado con
muy diversas personas, físicas o jurídicas, públicas o privadas, inclu-
yendo, a su vez, a uno o varios facultativos, o un centro hospitalario, o
bien una sociedad médica al margen de la propia Seguridad Social15, no
siendo frecuente en la práctica, en cambio, aquellas otras hipótesis de asis-
tencia espontánea en los que falta cualquier tipo de contrato previo y que
aparece en los casos extremos de asistencia prestada voluntariamente o
de propio impulso y sin la autorización pero también sin la oposición del
enfermo, por un facultativo que obra por razones humanitarias, en un caso
de urgencia que requiere de su intervención, fuera del marco habitual de
la consulta o del centro en que presta sus servicios.

En todo caso, en la actualidad, uno de los campos en que la prolife-
ración de conflictos jurídicos es más notoria es el de las reclamaciones
judiciales que tienen su base en daños sufridos con ocasión de la presta-
ción de un servicio médico o, en sentido más amplio, sanitario, lo cual
es, realmente, universal en los países como el nuestro con servicios sani-
tarios avanzados, que trae consigo la realización de actos médicos cons-
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zación, que se rechaza, puesto que la Sala sentenciadora considera que es evidente que
la atención dispensada a la paciente y todas las actuaciones médicas que sobre la misma
incidieron fueron correctas, adecuadas y realizadas conforme a la lex artis, de modo que,
no observándose un daño imputable a la Administración sanitaria, no cabe apreciar la
exigible relación de causa a efecto entre el actuar de esta y el daño denunciado; no con-
curriendo, en suma, los requisitos exigidos para hacer nacer la obligación resarcitoria del
perjuicio, concluyéndose en esa sentencia que la de instancia no ha desconocido la doc-
trina de esta Sala acerca de la antijuridicidad del daño, ya que expresamente ha excluido
la infracción de la lex artis en las actuaciones sanitarias referidas al supuesto objeto de
consideración y, precisamente partiendo de que la prestación de la misma ha de ser 
de medios y no de resultados, llega a la conclusión de que no existe la lesión antijurí-
dica en los términos determinados por la ley; y dicha apreciación, como valoración de
los elementos probatorios existentes en las actuaciones, no ha resultado combatida y ello
excluye la posibilidad de reconocimiento de responsabilidad de la Administración.

15 Cada vez resulta más habitual que el paciente contrate una póliza con una com-
pañía aseguradora que, a cambio de la correspondiente prima, asume el compromiso de
poner a disposición de todos los asegurados un amplio abanico de profesionales sanita-
rios así como, incluso, uno o distintos centros hospitalarios con los que llega a un acuerdo
la propia compañía en el caso de que no sean ya de su propiedad.



tantes, con medios de diagnóstico y tratamiento de última generación, alta-
mente sofisticados, que, en consecuencia, conllevan más riesgo, a todo lo
cual ha de añadirse una mayor preocupación, de todo tipo, legal, judicial
y social, por dichos servicios y, desde luego, por la adecuada defensa de
los derechos de los consumidores y usuarios de los mismos, con una más
amplia información de toda clase, incluyendo la procedente de los medios
de comunicación de masas16.

En resumen, todo lo antedicho concluye con el aumento por parte de
los usuarios de servicios sanitarios del recurso a impetrar la tutela corres-
pondiente ante los tribunales de justicia, que en nuestro país presenta sin-
gularidades muy transcendentes últimamente por la moderna legislación
aplicable cuando, como suele suceder con frecuencia, se demanda a una
Administración competente en materia sanitaria, y no sólo ya sobre la
jurisdicción, que, unificándola en el orden contencioso-administrativo,
realmente acaba con el lamentable «peregrinaje de jurisdicciones», sino,
con carácter más amplio, sobre todo el régimen de responsabilidad deri-
vada de daños sufridos por la asistencia sanitaria pública, que en nuestro
país es gratuita en el momento del uso y universal.

De cualquier modo, la responsabilidad civil del médico y hasta del
centro hospitalario, público o privado, ante la multitud de reclamaciones
y las alarmantes noticias en muchas ocasiones de posibles negligencias
médicas supone cada año, como mínimo, cerca de cien mil nuevas con-
tiendas judiciales ante los Tribunales de Justicia entre pacientes, médicos
y centros sanitarios, en casos muy complejos en los que resulta absolu-
tamente imprescindible, como elemental punto de partida, tomar en cuenta
la dificultad añadida de la aplicación integradora de la hipotética existen-

16 En el diario El País del lunes 5 de febrero de 2007, por ejemplo, se resalta que
el Servicio Andaluz de Salud (SAS) ha sido condenado a una indemnización de 104.665
euros a los familiares de un paciente, de 58 años, que ingresó por un fuerte dolor de estó-
mago en el hospital Ruiz de Alda de Granada, siendo examinado por un médico interno
residente (MIR), que le diagnosticó gastritis y le envió a casa, tras lo cual, horas des-
pués, regresó al hospital porque el dolor persistía, encargando otro MIR un electrocar-
diograma, aunque no supo ver las señales que evidenciaban el infarto que le causó la
muerte en el propio hospital a la mañana siguiente. Cfr. el sugerente libro de GARCÍA
ANDRADE, J.A.: Reflexiones sobre la responsabilidad médica, Publicaciones del Insti-
tuto de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, Edersa, Madrid, 1998,
siendo un tema de constante interés como se puede corroborar en VÁZQUEZ
FERREYRA, R. A.; «Responsabilidad civil de los abogados que llevaron adelante el jui-
cio por mala praxis médica frente al médico demandado», Revista responsabilidad civil
y seguros: publicación mensual de doctrina, jurisprudencia y legislación – Número 12
(2008), páginas 29 y siguientes.
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cia de la responsabilidad civil regulada en el Código con la responsabi-
lidad, denominada por la Ley, patrimonial de la Administración Pública
sanitaria, con un régimen y tratamiento muy diferente.

Es necesario, pues, analizar la cuestión que nos ocupa, en primer
lugar, desde la perspectiva exclusivamente civil, médica y hospitalaria,
determinándose entonces la responsabilidad civil, generalmente funda-
mentada en las aludidas normas de responsabilidad extracontractual, del
médico, consecuente con la obligación derivada del ejercicio de su pro-
fesión, y de los centros médicos que se puedan encontrar, en su caso, fuera
del Sistema Nacional de Salud, para, en segundo lugar, estudiar la cons-
trucción objetivista, aunque matizada últimamente, de modo más acer-
tado, de la responsabilidad patrimonial (rectius también civil extracon-
tractual) de la Administración y su incidencia en la responsabilidad de los
centros hospitalarios integrados en dicho Sistema Nacional de Salud,
donde se busca establecer la base de la responsabilidad de la Administra-
ción cuando actúa como prestataria del servicio hospitalario público.

Con todo, aunque en muchas ocasiones, como en las sentencias que
veremos de 23 de septiembre de 2004 o de 29 de marzo de 2006, ambas
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, se insiste en la obligación
del médico como de actividad o de medios, tanto si procede del contrato
cuanto si se deriva de una relación extracontractual, es lo cierto que, en
rigor, como mejor señala la sentencia, también de la misma Sala de lo
Civil del Supremo, de 13 de abril de 1999, no resulta aplicable al ámbito
extracontractual la misma idea de obligación de medios17.

Por lo demás, la realidad es que en la práctica de los últimos años
cabe apreciar ciertos síntomas de objetivación, aun con vacilaciones, tam-
bién en la responsabilidad del mencionado personal sanitario, que, por lo
demás, no suele trabajar aisladamente, sino que, con frecuencia, su acti-
vidad aparece vinculada a un centro asistencial, público o privado, de cuyo
servicio pueden deducirse daños y la exigencia consecuente de responsa-
bilidad para el titular de dicho centro como empresario al amparo del
artículo 1.903. IV del Código Civil o de acuerdo con las disposiciones
aludidas respecto de la responsabilidad patrimonial de la Administración.

Responsabilidad civil del médico y responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria
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17 Vid. ASÚA GONZÁLEZ, C., «Responsabilidad civil médica», en Tratado de Res-
ponsabilidad Civil, coordinado por REGLERO CAMPOS, L.F., 3ª edición, 2007, página
1178 a 1180, y ., 4ª edición, 2008, tomo II, parte especial Primera, páginas 735 a 737
que señala, con precisión, que si alguien contrata con un cirujano, entonces la obliga-
ción de éste será de medios, pero si el cirujano es dependiente de una clínica que es con
la que se establece la relación obligatoria, la invocación de una obligación de medios
sólo podrá hacerse con propiedad de aquélla.
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